
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia: 

Auto de marzo 14 de 2019
Radicación No.:

66170-31-03-001-2015-00023-01
Proceso:

Resolución de contrato (incidente de regulación de honorarios)
Demandante:

Guillermo León Trujillo Restrepo
Demandado:

Alejandro Palacio Gómez
TEMAS:
NULIDAD PROCESAL / TAXATIVIDAD / AUTO QUE ORDENA TRAMITAR INCIDENTE DE REGULACIÓN DE HONORARIOS / NO PREVÉ EL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO QUE DEBA NOTIFICARSE PERSONALMENTE / POR LO TANTO, HACERLO POR ESTADO NO TIPIFICA NULIDAD.
El juzgado efectivamente la negó (la solicitud de nulidad)… Para decidir así, consideró que tanto la revocatoria del poder como la renuncia pueden producirse en cualquier etapa del proceso y que el abogado que concluye su labor, sin perjuicio de los derechos derivados del eventual contrato de gestión, puede solicitar al juez de la causa que liquide sus honorarios en los términos del inciso 2º del artículo 76 del Código General del Proceso. Indicó que la notificación de las providencias proferidas en el trámite de un incidente, se notifican mediante anotación por estado y no personalmente como lo sugiere el recurrente, pues no están incluidas en el artículo 290 del Código General del Proceso para hacerlas de tal manera. (…)
En el caso concreto, pretende el apoderado del señor Guillermo León Trujillo Restrepo se declare la nulidad de lo actuado en el proceso, desde el auto proferido el 21 de noviembre de 2017, por indebida notificación, en razón a que tal acto no debió perfeccionarse por estado, sino de manera personal.

La providencia referida… ordenó tramitar como incidente la regulación de los honorarios reclamada por el abogado José Nayib Vásquez Ramírez y dar traslado de la respectiva solicitud al demandante, por el término de tres días.

Empero, hecho como ese no está enlistado en el artículo 133 del Código General del Proceso como causal que pueda invalidar lo actuado.

En efecto, la indebida notificación está prevista como tal en el numeral 8º de la citada disposición, exclusivamente para los eventos en que no se practica en legal forma la del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que se deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA 

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos 

Pereira, marzo catorce (14) de dos mil diecinueve (2019)
Expediente 66170-31-03-001-2015-00023-01

Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial del señor Guillermo León Trujillo Restrepo, frente al auto proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 7 de junio de 2018, dentro del incidente de regulación de honorarios, propuesto por el abogado José Nayib Vásquez Ramírez, en el proceso que instauró el impugnante contra el señor Alejandro Palacio Gómez. 

ANTECEDENTES 

1. Ante el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el señor Guillermo León Trujillo Restrepo presentó demanda contra el señor Alejandro Palacio Gómez, tendiente a que se declare resuelto, por incumplimiento del demandado, el contrato de promesa de compraventa a que se refieren los hechos de la demanda. Para esa labor, el demandante contrató los servicios profesionales del abogado José Nayib Vásquez Ramírez.

2. El 26 de septiembre de 2017, el juzgado de primera sede, obrando de conformidad con el artículo 76 del Código General del proceso, tuvo por revocado el poder otorgado al citado abogado, por haberle conferido la parte actora mandato a otro profesional del derecho
, por lo cual, aquel, solicitó regular sus honorarios. 

3. En proveído del 20 de noviembre siguiente, se dispuso dar trámite incidental a dicha solicitud y correr traslado de la misma a la parte demandante por el término de tres días, de acuerdo con lo que prevé el artículo 76 del Código General del Proceso
. Ese lapso corrió en silencio
.

4. Por auto del 7 de diciembre del mismo año se resolvió el incidente propuesto. Los honorarios reclamados se tasaron en $67.525.500, a cargo del demandante
.   
5. Este, por medio de su apoderado judicial, en escrito presentado el 28 de febrero de 2018, interpuso “recurso de nulidad” de los autos proferidos por el juzgado de primera sede los días 21 (sic) de noviembre y 7 de diciembre de 2017. 
Alegó, en síntesis, que no se enteró de su contenido porque la notificación se surtió por estado y como ya habían obtenido sentencia favorable, confiaba que el proceso había terminado; estaba pendiente su propia actuación posterior para obtener la restitución del inmueble y “la ejecución de las sumas ordenadas en la sentencia…”, por lo que considera, se revivió un proceso legalmente terminado. 

6. Dentro de la oportunidad concedida se pronunció el abogado a quien se regularon los honorarios, para oponerse a la declaración de nulidad pedida. 
7. El juzgado efectivamente la negó, en la providencia impugnada. Para decidir así, consideró que tanto la revocatoria del poder como la renuncia pueden producirse en cualquier etapa del proceso y que el abogado que concluye su labor, sin perjuicio de los derechos derivados del eventual contrato de gestión, puede solicitar al juez de la causa que liquide sus honorarios en los términos del inciso 2º del artículo 76 del Código General del Proceso. Indicó que la notificación de las providencias proferidas en el trámite de un incidente, se notifican mediante anotación por estado y no personalmente como lo sugiere el recurrente, pues no están incluidas en el artículo 290 del Código General del Proceso para hacerlas de tal manera
. 
8. Contra lo así decidido, el apoderado del señor Guillermo León Trujillo Restrepo interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación, los que fundamentó con los mismos argumentos que utilizó al plantear la nulidad
. 
9. El funcionario de primera sede se mantuvo en su decisión, pues reiteró que las providencias emitidas en el curso de un incidente se notifican mediante anotación por estado y no personalmente
.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. Por sabido se tiene que el régimen de las nulidades procesales gira en torno a los principios de la especificidad, protección y convalidación.
Así lo ha enseñado la Corte Suprema de Justicia, aunque en vigencia del Código de Procedimiento Civil, en jurisprudencia que se considera aplicable al caso, en que está vigente el Código General del Proceso, en razón a que ambos se inspiran en esos mismos principios: 

“Las nulidades procesales no responden a un concepto netamente formalista, sino que revestidas como están de un carácter preponderantemente preventivo para evitar trámites inocuos, son gobernadas por principios básicos, como el de especificidad o taxatividad, trascendencia, protección y convalidación. Por ello, siguiendo la orientación de restringir en lo posible los motivos de invalidez procesal, el Código de Procedimiento Civil consagró todo un sistema a dicho propósito, en cuanto consignó reglas en relación con la legitimación y la oportunidad para alegarlos, dejando al juez la potestad de rechazarlas de plano cuando la solicitud de nulidad se funde en causal distinta de las determinadas en ese capítulo, en hechos que pudieron alegarse como excepciones previas u ocurrieron antes de promoverse otro incidente de la misma índole, o cuando se propone después de allanada (art. 143). Esto significa, entonces, que las causales de nulidad procesal no pueden ser formuladas por cualquier persona, ni en el momento que discrecionalmente quiera (CSJ SC 017-1997 del 22 de may. de 1997, rad. 4653. En el mismo sentido: SC 018 2002, del 20 de feb. de 2002, Cas Civ. del 29 de feb. de 2012, rad. 5000131030012003-03026-01)…”

También la Corte Constitucional se ha pronunciado en relación con el tema:

“… Es entonces al legislador a quien le compete, en desarrollo del artículo 29 de la Constitución Política, determinar “las formas propias de cada juicio” y, en desarrollo de esta función, determinar las irregularidades que generan nulidad para garantizar la vigencia de las garantías del debido proceso. Es sólo por excepción que la Constitución Política toma directamente una decisión en la materia, cuando el inciso final del artículo 29 dispone que: “Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso”. En este sentido, esta Corte ha reconocido que “corresponde al legislador dentro de su facultad discrecional, aunque con arreglo a criterios objetivos, razonables y racionales, desarrollar a través de las correspondientes fórmulas normativas las formas o actos procesales que deben ser cumplidos para asegurar su vigencia y respeto. En tal virtud, la regulación del régimen de las nulidades, es un asunto que atañe en principio al legislador, el cual puede señalar, con arreglo a dichos criterios y obedeciendo al principio de la proporcionalidad normativa, las causales o motivos que generan nulidad, a efecto de garantizar la regularidad de las actuaciones procesales y consecuentemente el debido proceso”
. Así, en ejercicio de esta competencia normativa, tanto el CPC (artículo 140), derogado, como el CGP (artículo 133), vigente, determinan las causales de nulidad procesal, cuyo carácter taxativo fue declarado constitucional por esta Corte
. En este mismo sentido, también hace parte del margen de configuración normativa del legislador en la materia, la determinación de las hipótesis en las que el vicio puede ser subsanado o convalidado y las que no
, así como la precisión de las consecuencias que la nulidad procesal acarrea. Esto quiere decir que el legislador establece, por esta vía, una gradación de la importancia concreta de las formas procesales para determinar (i) los defectos procesales que generan nulidad y los que no; (ii) el carácter saneable o insaneable de determinado vicio procesal
; y (iii) las consecuencias de la declaratoria de nulidad procesal. Se trata de decisiones que hacen parte de la competencia del Congreso de la República para diseñar los procesos judiciales
 y, de esta manera, establecer el proceso como uno de los instrumentos esenciales para la eficacia del derecho fundamental de acceso a la justicia
 y para la realización de la justicia
 y la igualdad materiales
…”
 

Es entonces el propio legislador el que regula las formalidades de los actos procesales y establece las sanciones que su inobservancia impone, entre ellas la nulidad de los procesos cuando se produce alguna de las circunstancias que taxativamente enlistan el artículo 133 del Código General del Proceso y el 29 de la Constitución Nacional; también se ocupa de señalar la oportunidad en que tales defectos deben alegarse y la forma como pueden sanearse. Se busca en tal forma garantizar la seguridad jurídica y evitar la proliferación de incidentes de nulidad.

En el caso concreto, pretende el apoderado del señor Guillermo León Trujillo Restrepo se declare la nulidad de lo actuado en el proceso, desde el auto proferido el 21 de noviembre de 2017, por indebida notificación, en razón a que tal acto no debió perfeccionarse por estado, sino de manera personal.

La providencia referida en realidad tiene fecha del 20 del mes citado; por medio de ella se ordenó tramitar como incidente la regulación de los honorarios reclamada por el abogado José Nayib Vásquez Ramírez y dar traslado de la respectiva solicitud al demandante, por el término de tres días.

Empero, hecho como ese no está enlistado en el artículo 133 del Código General del Proceso como causal que pueda invalidar lo actuado.
En efecto, la indebida notificación está prevista como tal en el numeral 8º de la citada disposición, exclusivamente para los eventos en que no se practica en legal forma la del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que se deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado. 

En consecuencia, como los hechos en que se sustentó la nulidad propuesta no están previstos por la ley ni por la Constitución como vicios capaz de afectar la actuación, ha debido rechazarse de plano el trámite para su declaración de conformidad con el último inciso del artículo 135 del Código General del Proceso que ordena proceder así cuando la solicitud de nulidad se funde en causal distinta de las señaladas en el capítulo de que hace parte esa norma.
Sin embargo, como así no procedió el juzgado, pues le dio trámite de nulidad a lo que no era tal, no queda otro camino que confirmar la providencia impugnada, que se negó a declararla.

Aduce el impugnante que mostró su inconformidad con la providencia apelada, acusando la violación directa por indebida interpretación y aplicación de las normas sobre regulación de honorarios; se refirió a la falta de competencia del despacho; a la posibilidad de revocar un auto ilegal; a la indebida tasación de los honorarios y a otros factores que no fueron tenidos en cuenta por el Juzgado.
En realidad, como lo sostiene ese profesional, tales argumentos no fueron analizados en la providencia que se revisa y eso tampoco lo hará esta Sala, pues lo que de manera exclusiva solicitó fue la declaratoria de nulidad de la providencia ya referida, sin que aquellos sean constitutivos de irregularidad que pueda afectar la validez de lo actuado. 

Y aunque también alegó que se revivió un proceso legalmente terminado, que sí está previsto por el legislador como causal de nulidad, los hechos en que se sustentó no guardan relación con ella, pues insiste en que la notificación del auto que dio trámite al incidente de regulación de honorarios no podía hacerse por estado, en razón a que ya se había dictado la sentencia. Es decir, insiste en la indebida notificación de esa providencia que no está consagrada por el legislador como causal de nulidad, tal como se explicara líneas atrás. 

A lo anterior puede agregarse que como fue la parte demandante quien otorgó poder a nuevo abogado, según se desprende del proveído de fecha septiembre 26 de 2017
, es decir, antes de la sentencia de primera instancia, que se dictó el 18 de octubre siguiente, debía estar atenta al término que empezaba a correr, para el profesional que lo venía representado, quien estaba autorizado para obtener la regulación de sus honorarios, lo que se produjo el 26 de octubre del citado año
.

En conclusión, como ya se había anunciado, aunque por los motivos aquí expuestos, se avalará la decisión que se revisa sin que haya lugar a imponer condena en costas.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil-Familia, 

R E S U E L V E :

1º CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 7 de junio de 2018,  en el incidente de regulación de honorarios propuesto por el abogado José Nayib Vásquez Ramírez, en el proceso instaurado por el señor Guillermo León Trujillo contra el señor Alejandro Palacio Gómez. 

2º Sin costas.
Notifíquese
La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Folio 14, copias correspondientes al cuaderno No. 2.


� Folio 17, copias correspondientes al cuaderno No. 2.


� Folio 18, copias correspondientes al cuaderno No. 2.


� Folios 18 a 20, copias correspondientes al cuaderno No. 2.


� Folios 34 a 37, copias cuaderno No. 2


� Folios 39 a 54, copias correspondientes al cuaderno No. 2


� Folios 59 a 61, copias correspondientes al cuaderno No. 2.


� Sala de Casación Civil, sentencia del 10 de junio de 2015, MP. Dr. Jesús Vall de Rutén Ruiz, expediente11001-31-03-006-2008-00353 01


� Corte Constitucional, sentencia C-491-95.


� “Es el legislador, como se advirtió antes, quien tiene la facultad para determinar los casos en los cuales un acto procesal es nulo por carencia de los requisitos formales y sustanciales requeridos para su formación o constitución. Por consiguiente, es válido, siempre que se respete la Constitución, el señalamiento taxativo de las nulidades por el legislador”: Corte Constitucional, sentencia C-491/95.


� “(…) es precisamente el legislador el llamado a definir los hechos y circunstancias que dan lugar a las nulidades y también el encargado de estatuir lo relativo a las posibilidades de saneamiento o convalidación de actos o etapas procesales, la manera y términos en que pueden obtenerse”: Corte Constitucional, sentencia C-217/96.


� “El Código de Procedimiento Civil que nos rige con un criterio que consulta la moderna técnica del derecho procesal, señala la taxatividad de las causales de nulidad, es decir, de los motivos que dan lugar a invalidar un acto procesal, y el principio de que no toda irregularidad constituye nulidad, pues éstas se entienden subsanadas si oportunamente no se corrigen a través de los recursos”: Corte Constitucional, sentencia C-491/95.


� Entre otras sentencias puede consultarse las sentencias C-227/09 y C-144/10.


� El acceso al a justicia implica, entre otros, la previsión de elementos orgánicos tales como la existencia de cobertura del aparato judicial y procesales que faciliten y no limiten de manera desproporcionada el derecho fundamental. C-426 de 2002  C-227/09


� Corte Constitucional, sentencia C-086 de 2016.


� “(…) la Constitución confió en el legislador la competencia para diseñar, de manera discrecional, las estructuras procesales en las distintas materias, siempre y cuando respetara, con dichos procedimientos, garantías fundamentales del debido proceso (artículo 29 de la Constitución), el acceso a la justicia (artículo 229 de la Constitución) y el principio de igualdad (artículo 13 de la Constitución) y velara porque dicho proceso propenda por la realización de los fines esenciales del Estado, en concreto la justicia y la igualdad material de todos (artículo 2 de la Constitución), a través de formas 


� Sentencia C-537 de octubre 5 de 2016


� Folio 14, copias cuaderno No. 1


� Folio 16, copias cuaderno No. 2.
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